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Capítulo cuarto

EL CASO MEXICANO

I. Introducción

México es un ejemplo internacional tanto con respecto a la crea-
ción de nuevos organismos autónomos o “semiautónomos” de 
control y rendición de cuentas como con respecto al desorden 
constitucional que existe en la materia. Por un lado, la reforma del 
Estado en México se ha ejercido en gran medida por medio de la 
creación de nuevos organismos independientes. Durante las últi-
mas dos décadas se otorgó autonomía constitucional al IFE (ahora 
INE), a la CNDH, al Banco de México y más recientemente al 
INEG, al IFAI, al IFETEL y al COFECE. Asimismo, se han crea-
do organismos semiautónomos, como el Consejo de la Judicatura 
Federal (CJF) y la Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH). 
También se ha incrementado significativamente la autonomía 
tanto de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) como del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).

También se establecieron nuevas procuradurías y organismos 
reguladores de mercado. La Procuraduría Agraria, la Procuradu-
ría Federal de Defensa del Trabajo (Profedet), la Procuraduría 
Federal de Protección al Ambiente (Profepa), y la Comisión Na-
cional de Arbitraje Médico (Conamed), así como la Comisión 
Reguladora de Energía (CRE) y la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores (CNBV) todos son ejemplos de la nueva fragmenta-
ción del poder público en México.

Sin embargo, los legisladores mexicanos no se han atrevido 
a agrupar estos organismos bajo un solo título o capítulo en la 
Constitución o a darles una regulación común. Cada organismo 
está constituido por un artículo diferente de la carta magna, mu-
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chas veces a una gran distancia los unos de los otros. Asimismo, 
han surgido cuestionamientos respecto a la constitucionalidad de 
estos organismos, ya que estrictamente hablando, todos ellos vio-
lan el orden constitucional.

De acuerdo con una lectura estricta del primer párrafo del ar-
tículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM), los organismos constitucionales autónomos no 
tienen cabida en el orden jurídico mexicano: “El supremo poder 
de la federación se divide para su ejercicio en legislativo, ejecuti-
vo y judicial”. Al no formar parte de los poderes tradicionales del 
Estado, estos organismos no comparten el “supremo poder de la 
federación”, y por lo tanto no podrían ejercer autoridad pública 
alguna.

Pero cuando la Constitución no agrupa de manera explícita 
u otorga suficiente importancia o estatus jurídico a los organis-
mos autónomos en existencia, el tribunal constitucional corres-
pondiente puede intervenir para construir el espacio jurídico ne-
cesario para el funcionamiento de estas instituciones. Tal acción 
es recomendable, porque de otra forma se podría generar una 
crisis constitucional que obstaculizaría el funcionamiento del Es-
tado en su conjunto.

Afortunadamente, en años recientes ha surgido una corrien-
te de pensamiento jurídico, así como de interpretación jurispru-
dencial, que ha abierto un espacio para la reflexión, análisis e 
integración legal de los organismos autónomos en México. Sin 
embargo, todavía existen muchas contradicciones legales y de in-
terpretación jurídica por resolver. El presente capítulo analiza 
algunos casos claves en la materia.

II. Las categorías de García-Pelayo en México 
(jurisprudencia 20/2007)

En 2007, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) de-
sarrolló una jurisprudencia que finalmente aclaró el rol de estos 
organismos dentro del orden jurídico mexicano. A partir de la 
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resolución de una controversia constitucional presentada por el 
Tribunal Electoral del Distrito Federal en contra de una cláusula 
del decreto de egresos emitido por la Asamblea Legislativa de la 
ciudad de México, los ministros de la Corte pronunciaron lo si-
guiente:

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción respecto de los órganos constitucionales autónomos ha sos-
tenido que: 1. Surgen bajo una idea de equilibrio constitucional 
basada en los controles de poder, evolucionando así la teoría tra-
dicional de la división de poderes dejándose de concebir la orga-
nización del Estado derivada de los tres tradicionales (Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial) que, sin perder su esencia, debe considerar-
se como una distribución de funciones o competencias, haciendo 
más eficaz el desarrollo de las actividades encomendadas al Es-
tado. 2. Se establecieron en los textos constitucionales, dotándo-
los de garantías de actuación e independencia en su estructura 
orgánica para que alcancen los fines para los que fueron creados, 
es decir, para que ejerzan una función propia del Estado que por 
su especialización e importancia social requería autonomía de los 
clásicos poderes del Estado. 3. La creación de este tipo de órganos 
no altera o destruye la teoría tradicional de la división de poderes, 
pues la circunstancia de que los referidos órganos guarden auto-
nomía e independencia de los poderes primarios, no significa que 
no formen parte del Estado mexicano, pues su misión principal 
radica en atender necesidades torales tanto del Estado como de 
la sociedad en general, conformándose como nuevos organismos 
que se encuentran a la par de los órganos tradicionales. Atento a 
lo anterior, las características esenciales de los órganos constitu-
cionales autónomos son: a) Deben estar establecidos directamen-
te por la Constitución Federal; b) Deben mantener, con los otros 
órganos del Estado, relaciones de coordinación; c) Deben contar 
con autonomía e independencia funcional y financiera; y d) De-
ben atender funciones primarias u originarias del Estado que re-
quieran ser eficazmente atendidas en beneficio de la sociedad173

173	 	órganos constitucionales autónomos. Notas distintivas y 
características, tesis de jurisprudencia P./J. 20/2007, Semanario Judicial de 
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En esta tesis de jurisprudencia, la Corte sostiene una inter-
pretación novedosa del artículo 49 constitucional, al argumentar 
que la división de poderes allí desarrollada “debe considerarse 
como una distribución de funciones o competencias”. De acuer-
do con los ministros, el artículo establece una división funcional 
de poderes, sin determinar de manera limitativa cuáles serían 
específicamente los órganos de Estado responsables de su ejercicio. 
La Corte entonces determina que la creación de organismos au-
tónomos “no altera o destruye la teoría tradicional de la división 
de poderes”. Al contrario, al auxiliar a los órganos tradicionales, 
los nuevos organismos hacen “más eficaz el desarrollo de las ac-
tividades encomendadas al Estado”.

Un análisis específico de la sentencia “fuente” que resuelve 
la Controversia Constitucional 31/2006 nos ayuda a entender 
mejor los argumentos de la Corte. El caso tiene que ver con un 
conflicto de competencias entre el Tribunal Electoral del Distrito 
Federal y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF). 
Específicamente, en el primer párrafo del artículo 35 del Decreto 
del Presupuesto de Egresos la ALDF faculta a la Secretaría de Fi-
nanzas del Distrito Federal a efectuar “los ajustes que correspon-
dan a los presupuestos autorizados” entre otros “a los órganos 
autónomos del Gobierno del Distrito Federal”, en caso de que se 
presente “una disminución de los ingresos previstos en la Ley de 
Ingresos”. Asimismo, el artículo quinto del Decreto de Egresos 
también estableció una limitación absoluta a la autorización de 
bonos o percepciones extraordinarias al salario de los servidores 
públicos de mandos medios y superiores de los órganos a que se 
refiere el artículo 448 del Código Financiero del Distrito Federal, 
entre los que se encuentra el TEDF.

la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXV, mayo de 2007, p. 1647, regis-
tro No. 172456. Surgido de la controversia constitucional 31/2006. Tribunal 
Electoral del Distrito Federal. 7 de noviembre de 2006. Mayoría de nueve votos. 
Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Disidente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Laura Patricia Rojas 
Zamudio y Raúl Manuel Mejía Garza.
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En su escrito, el TEDF alegaba que estos textos legales

...pudiera[n] constituir un instrumento de presión en contra del 
Tribunal Electoral (órgano autónomo), en el supuesto de que se 
le pudiera conminar a resolver algún asunto de trascendencia en 
determinado sentido, bajo la amenaza de que pudiera operarse 
una reducción a su presupuesto en caso de no acceder a tal pre-
tensión, con lo que, con el simple hecho de la expedición de nor-
mas como las que combaten, se pone en riesgo en grado extremo 
la autonomía y la independencia de que constitucionalmente está 
investido dicho órgano jurisdiccional.

El TEDF también argumentaba que los textos legales com-
batidos implican una intromisión del Poder Legislativo en otro 
poder que le es ajeno, específicamente de un órgano autónomo. 
Aquí cita a las jurisprudencias “División de poderes. inter-
pretación causal y teleológica de la prohibición con-
tenida en el texto del artículo 49 de la constitución 
política de los estados unidos mexicanos, relativa a 
que el poder legislativo no puede depositarse en un in-
dividuo”, “división de poderes. sistema constitucional 
de carácter flexible” y “poderes de la federación. Las 
atribuciones de uno respecto de los otros se encuen-
tran limitativamente previstas en la constitución y en 
las leyes que a ella se ajustan”. El argumento central en 
este aspecto es que

...para que sea válido, desde el punto de vista constitucional, que 
uno de los Poderes de la Unión ejerza funciones propias de otro 
poder, es indispensable, en primer lugar, que así lo consigne ex-
presamente la Constitución Federal o que la función respectiva 
sea estrictamente necesaria para hacer efectivas las facultades 
que le son exclusivas y, en segundo lugar, que la función se ejerza 
únicamente en los casos expresamente autorizados o indispen-
sables para hacer efectiva una facultad propia, puesto que es de 
explorado derecho que las reglas de excepción son de aplicación 
estricta.
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La primera parte interesante de la sentencia es la argumenta-
ción de la Corte a favor de dar trámite y resolver la controversia, 
ya que estrictamente hablando, de acuerdo con el artículo 105, 
fracción I, de la Constitución, la figura de “controversia constitu-
cional” está reservada para conflictos entre poderes formalmente 
constituidos; por ejemplo, entre el Poder Ejecutivo y el Congreso 
a nivel federal, entre “poderes” a nivel estatal, entre “la federa-
ción” y estados o municipios, o entre los mismos estados o mu-
nicipios. Sin embargo, en el caso de la letra K) de esta fracción, 
para el Distrito Federal no se habla formalmente de conflictos 
entre “poderes”, sino entre “órganos de gobierno”. De allí que la 
Corte determinó aceptar y resolver el caso.

Sin embargo, no se limita a una lectura estricta de la letra K), 
sino que ofrece un argumento más general y abierto para justifi-
car dar trámite al caso.

En el caso de la controversia constitucional, se trata propiamente 
de un mecanismo de control cuya finalidad es reparar las viola-
ciones que pudieran presentarse por actos que invaden las res-
pectivas esferas competenciales, dado el contenido de la presente 
demanda, que la única vía de que dispone el Tribunal Electoral 
del Distrito Federal para impugnar los actos que se señalan es la 
presente controversia.

También argumenta que

...el catálogo establecido en la fracción I del artículo 105 cons-
titucional no debe entenderse como limitativo, sino meramente 
enunciativo, de tal manera que su aplicación no se realice en for-
ma estrictamente literal, sino que deben favorecerse hipótesis de 
procedencia que, aunque no estén previstas expresamente en el 
texto de ese numeral, sean acordes con la finalidad manifiesta de 
este medio de control constitucional, que es precisamente salva-
guardar las esferas de competencia de los órganos y poderes cuya 
existencia se prevé en la Constitución Federal.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4139



AUTONOMÍA Y CONSTITUCIÓN: EL NUEVO ESTADO... 173

Ya en el estudio de fondo de la controversia constitucional, 
la Corte decide ir más allá de únicamente reconocer al TEDF 
como un “órgano de gobierno” del Distrito Federal para con-
siderarlo como un pleno “poder” propio, si bien no del mismo 
rango que los otros poderes tradicionales del Estado. Específi-
camente, señala que los organismos constitucionales autónomos 
“se han venido generando en el orden jurídico nacional, otorgán-
doseles expresamente funciones específicas, quedando así atrás la 
tradicional división tripartita de poderes”. También indica que

...la autonomía de la que goza el Tribunal Electoral del Distrito 
Federal, derivada de su naturaleza de órgano autónomo, implica 
la facultad de decidir y actuar sin más limitaciones que las previs-
tas en las leyes relativas, y sin estar subordinado a otros órganos o 
poderes públicos; por tanto, tal independencia y autonomía ope-
ra tanto de forma externa (aspecto jurisdiccional) como interna 
(actos administrativos que le permitan funcionar y cumplir con 
las atribuciones que la ley le confiere).

A partir de este análisis, la Corte aplica una jurisprudencia 
clave sobre la forma en que debe funcionar la “división de po-
deres” en todos los niveles de gobierno. Específicamente, señala 
que hay tres formas diferentes en que un poder del Estado pueda 
entrometerse de manera indebida en el funcionamiento de otro 
poder: la intromisión, la dependencia y la subordinación:

División de poderes. Para evitar la vulneración a este 
principio existen prohibiciones implícitas referidas a la 
no intromisión, a la no dependencia y a la no subor-
dinación entre los poderes públicos de las entidades 
federativas174. El artículo 116 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos prescribe implícitamente tres manda-
tos prohibitivos dirigidos a los poderes públicos de las entidades 
federativas, para que respeten el principio de división de poderes, 

174		 Tesis de jurisprudencia P./J. 80/2004 del Tribunal Pleno, Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XX, septiembre de 2004, p. 122. 
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a saber: a) a la no intromisión, b) a la no dependencia y c) a la 
no subordinación de cualquiera de los poderes con respecto a los 
otros. La intromisión es el grado más leve de violación al princi-
pio de división de poderes, pues se actualiza cuando uno de los 
poderes se inmiscuye o interfiere en una cuestión propia de otro, 
sin que de ello resulte una afectación determinante en la toma de 
decisiones o que genere sumisión. La dependencia conforma el 
siguiente nivel de violación al citado principio, y representa un 
grado mayor de vulneración, puesto que implica que un poder 
impida a otro, de forma antijurídica, que tome decisiones o actúe 
de manera autónoma. La subordinación se traduce en el más gra-
ve nivel de violación al principio de división de poderes, ya que 
no sólo implica que un poder no pueda tomar autónomamen-
te sus decisiones, sino que además debe someterse a la voluntad 
del poder subordinante; la diferencia con la dependencia es que 
mientras en ésta el poder dependiente puede optar por evitar la 
imposición por parte de otro poder, en la subordinación el poder 
subordinante no permite al subordinado un curso de acción dis-
tinto al que le prescribe. En ese sentido, estos conceptos son gra-
dos de la misma violación, por lo que la más grave lleva implícita 
la anterior.

En la resolución de la controversia constitucional 31/2006, 
la Corte explícitamente aplica esta tesis de jurisprudencia al ám-
bito de los organismos constitucionales autónomos. La Corte ex-
plicó que:

Intromisión proviene del latín intromissus, y significa acción y efec-
to de entremeter o entremeterse. Se trata, pues, de la acción de 
inmiscuirse en una cuestión ajena. En el tema que nos ocupa, 
puede decirse que la intromisión es el grado más elemental de la 
violación al principio de división funcional de competencias, pues 
para actualizarse, basta con que uno de los órganos o autoridades 
se inmiscuya o se entremeta en una cuestión que, por ser pro-
pia de otro, le sea ajena. La intromisión, empero, no implica que 
el órgano o autoridad que se entremete en los asuntos de otro, 
pueda incidir de manera determinante en la toma de decisiones 
o que genere algún tipo de sumisión o relación jerárquica. Este 
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primer límite del principio de división funcional de competencias, 
podría decirse tenue, pues marca la frontera entre la violación y 
la no violación de tal principio. Debido a ese carácter, el juzgador 
constitucional debe analizar cuidadosamente, en cada caso con-
creto, el modo en que se lleva a cabo la relación normativa entre 
diversos órganos o autoridades, ello con el fin de no confundir la 
intromisión con la colaboración en la realización de ciertas fun-
ciones normativas.

La dependencia (del latín dependēre: colgar, pender) es un estado de 
cosas causado indirectamente por un agente que toma la decisión 
de producirlo, pero que es llevado a cabo por otro agente que 
sólo aparentemente es el protagonista del acto. Quien está sujeto 
a una relación de dependencia no realiza sus acciones de manera 
autónoma, sino que se ve en la necesidad de atender a la voluntad 
del agente dominante. En la materia que nos ocupa, la depen-
dencia conforma un segundo nivel de violación del principio de 
división funcional de competencias, la cual representa un grado 
mayor de intromisión, puesto que implica la posibilidad de que 
el órgano o autoridad dominante impida al órgano dependiente 
que tome decisiones o actúe autónomamente. La dependencia es, 
sin embargo, una situación contingente, pues, el órgano depen-
diente puede verse obligado a cumplir las condiciones que el otro 
le imponga, pero tiene la opción de no tomar la decisión a fin 
de evitar la imposición. En este sentido no necesariamente está 
compelido a hacer lo que el otro le imponga, puesto que existen 
otros cursos de acción que puede tomar distintos a la imposición.

El término subordinación proviene del latín subordinatĭo, subordi-
natiōnis, y significa sujeción a la orden, mando o dominio de al-
guien. En este contexto, se traduce en el tercer y más grave nivel 
de violación al principio de división funcional de competencias. 
La subordinación no sólo implica que el órgano subordinado no 
pueda tomar autónomamente sus decisiones (como en la depen-
dencia), sino que además debe someterse a la voluntad del órgano 
subordinante. La diferencia con la dependencia es que mientras 
en ésta el órgano dependiente puede optar por no tomar la deci-
sión a fin de evitar la imposición por parte de otro órgano, en la 
subordinación el órgano o autoridad subordinante no permite 
al subordinado ningún curso de acción distinto al que le prescribe.
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Como puede verse, estos tres conceptos (la intromisión, la de-
pendencia y la subordinación) son en realidad grados de uno mis-
mo. Son conceptos concéntricos porque cada uno forma parte del 
siguiente, sólo que con algunas características que aumentan su 
grado. No obstante, estos términos no son sinónimos porque son 
incluyentes hacia el grado inferior, y excluyentes hacia el grado 
superior. En otras palabras, toda subordinación (grado superior) 
implica dependencia (grado intermedio) y ésta, a su vez, implica 
intromisión (grado inferior); en cambio, la intromisión excluye a 
la dependencia, dado que esta última es más rica en característi-
cas que la primera, y la dependencia excluye a la subordinación 
por la misma razón.

En el caso específico, los ministros de la mayoría deciden que 
se actualizan los tres tipos de intervención indebida en la esfera 
del TEDF, ya que las disposiciones implicarían una relación de 
subordinación financiera y política tanto al ALDF como al GDF, 
al no contar con mecanismo alguno para defender su presupues-
to y su administración interna ante los dictados de estos pode-
res ajenos. Específicamente, con las reformas aprobadas, “el jefe 
de Gobierno está facultado para inmiscuirse en el presupuesto de 
egresos autorizado para el Tribunal Electoral, pudiendo dismi-
nuirlo, con lo cual incidiría de manera determinante en la toma 
de decisiones del órgano autónomo, con lo que se podría generar 
algún tipo de sumisión o relación jerárquica”. Asimismo, con las 
reformas respecto a los bonos y prestaciones, “el órgano legislati-
vo local se inmiscuye en el ejercicio y manejo del presupuesto de 
egresos autorizado para el Tribunal Electoral”. De acuerdo con 
la Corte, si bien

...la Asamblea Legislativa está facultada para examinar, discu-
tir y aprobar anualmente el presupuesto de egresos del Distrito 
Federal, tal facultad no puede ni debe entenderse al grado de 
permitir la injerencia de ese órgano legislativo en cuestiones que 
atañen a la organización y funcionamiento del Tribunal Electo-
ral, como lo es la administración, manejo y ejercicio autónomo 
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de su prepuesto , cuestión que es competencia exclusiva de este ór-
gano jurisdiccional, en razón de su carácter de órgano autónomo.

Sin embargo, los ministros también distinguen muy clara-
mente entre la autonomía y la “arbitrariedad” o la autarquía.

Lo anterior no significa, como ya lo precisamos con anteriori-
dad, que el Tribunal Electoral del Distrito Federal pueda ejercer 
de manera arbitraria y sin ningún tipo de control su presupuesto 
aprobado, pues este órgano jurisdiccional autónomo es sujeto de 
fiscalización en lo relativo al ejercicio y aplicación de su presu-
puesto, fiscalización que llevará a cabo la Contaduría Mayor de 
Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

El hecho de que el TEDF tenga autonomía para decidir 
cómo ejerce su presupuesto, de ninguna manera lo exime del re-
quisito de cumplir con la legalidad y sujetarse a la fiscalización, 
que es requisito para todo gasto público.

En esta resolución también hubo dos votos particulares, uno 
del ministro Juan Silva Meza y otro del ministro Genáro Gón-
gora. Si bien el ministro Silva Meza estuvo de acuerdo en ge-
neral con la argumentación de la mayoría, expresó su desacuer-
do específicamente con respecto la declaración de invalidez del 
artículo transitorio del decreto de presupuesto, que prohíbe el 
otorgamiento de “bonos o percepciones extraordinarias a su sa-
lario” para mandos medios y superiores. Aquí indica que por 
mandato legal es responsabilidad de la Asamblea Legislativa fi-
jar los tabuladores y los salarios para todos los órganos de go-
bierno del Distrito Federal, incluyendo los órganos autónomos. 
En suma, “los sueldos de los servidores públicos, incluidos los 
del Distrito Federal, no pueden ser determinados por cada ór-
gano de gobierno o autoridad a la que correspondan, ya que 
deben precisarse en los presupuestos de egresos correspondien-
tes”. Además, Silva Meza sostiene que este principio legal es 
particularmente importante cuando se trata de los organismos 
jurisdiccionales y de los organismos autónomos, ya que la au-
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sencia de la posibilidad de modificaciones discrecionales en los 
emolumentos de los servidores públicos protegería su autono-
mía e independencia de acción:

...si tomamos en cuenta que la imparcialidad es un principio in-
herente a sus funciones, de ahí que si los salarios de los trabaja-
dores están precisados en los presupuestos de egresos, eliminando 
la discrecionalidad en su integración, se puede garantizar con un 
mayor grado la imparcialidad de los integrantes de dicho órgano, 
en tanto no podrán ser tocados por promesas de índole econó-
mico por parte de los integrantes del propio órgano o de algunos 
externos.

En su voto particular correspondiente, el ministro Góngora 
Pimentel critica de manera más integral la argumentación de la 
mayoría. Específicamente, dice que “el hecho de que se reco-
nozca la legitimación en la controversia constitucional a otros 
órganos, de ninguna manera implica darles el mismo grado de 
autonomía que a los poderes u órganos constitucionales”. Acla-
ra que “en la Norma Fundamental existen diferentes grados de 
autonomía: el máximo grado es la de los poderes y, en segundo 
plano, la de los órganos constitucionales autónomos en sentido 
estricto. Otros órganos con autonomía reconocida en la Consti-
tución tendrán un grado menor y así sucesivamente”. Aquí el mi-
nistro cita, por ejemplo, las disposiciones incluidas en el artículo 
2o., de la Ley Federal de Presupuesto y Autonomía Hacendaria. 
El ministro también señala que la autonomía del TEDF no está 
plasmada en la Constitución federal, y, que en general, “no tiene 
garantías orgánicas específicas tuteladas en una norma de carác-
ter superior, a diferencia de los órganos constitucionales autóno-
mos”. Para Góngora, el TEDF más bien tiene el mismo “estatus” 
jurídico que los tribunales administrativos que cuentan con una 
autonomía de gestión presupuestaria más limitada que los órga-
nos autónomos.

El ministro expresa su acuerdo con la argumentación de Sil-
va Meza con respecto a la facultad de la Asamblea Legislativa 
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de no solamente asignar “cantidades globales”, sino también de 
especificar a “detalle” exactamente cómo se utilizaría el pres-
puesto.

Estimo que aprobar un presupuesto no es repartir cantidades glo-
bales, sino dar líneas esenciales de la política económica del Esta-
do y ello implica la facultad de alterar las partidas específicas, por 
ello, el artículo quinto transitorio debe interpretarse como parte 
de un sistema normativo integral y no como una alteración pos-
terior a una asignación previa.

Góngora Pimentel incluso va más allá al señalar los “peli-
gros” de la decisión mayoritaria en este tema:

La sentencia socava de manera peligrosa las facultades de los ór-
ganos legislativos, al reducir la facultad presupuestaria a la mera 
aprobación de cantidades globales y, en una mal entendida auto-
nomía, al permitir a quien ejerce el presupuesto realizar de ma-
nera abusiva cualquier asignación presupuestaria desplazando de 
esta manera a la representación popular.

III. Descentralización, desconcentración 
y autonomía (jurisprudencia 97/2004)

Ahora bien, habría que reconocer que dentro del orden jurídico 
mexicano existen una amplia diversidad de autonomías. Por ejem-
plo, el primer paso hacia la autonomía para un órgano descon-
centrado sería convertirse en un organismo descentralizado. De 
acuerdo con la jurisprudencia en la materia, la diferencia entre un 
organismo desconcentrado y uno descentralizado es que

...aún cuando aquellos organismos [descentralizados] son autó-
nomos, continúan subordinados a la administración pública fede-
ral de una manera indirecta, aspecto que marca la diferencia en-
tre la administración centralizada y la paraestatal, pues mientras 
que en la primera la relación jerárquica con el titular del Ejecu-
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tivo Federal es directa e inmediata, en la segunda, especialmente 
entre los organismos descentralizados, es indirecta y mediata.175

Esta jurisprudencia surge de un caso donde se analizó el es-
tatus jurídico del Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas (ISSFA). Los demandantes argumentaban que el 
ISSFA “no forma parte del Poder Ejecutivo Federal, ya que como 
entidad paraestatal que es, no tiene como finalidad la realización 
de las funciones que corresponden al área de atribuciones del 
titular del Ejecutivo Federal”. En contraste, la Cámara de Dipu-
tados alegaba que con el fin de “conservar la unidad del poder” 
los órganos descentralizados tendrían que ser considerados como 
“parte de la administración pública federal, la cual es parte inte-
grante del Poder Ejecutivo Federal, que se encuentra a cargo del 
presidente de la República”.

En su sentencia, los ministros optan por una decisión salomó-
nica, y trazan una línea intermedia entre las dos posiciones. Por 
un lado, establecen una distinción sumamente importante entre 
la “administración pública federal” y el “Poder Ejecutivo Fede-
ral”, y argumentan que si bien los órganos desconcentrados des-
de luego forman parte de la primera, no pertenecen a la segunda:

Los órganos que conforman la administración pública centraliza-
da dependen directamente del Poder Ejecutivo Federal, mientras 
que los entidades paraestatales, entre éstas los órganos descentra-
lizados, se rigen por sus propias leyes, cuentan con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, gozan de autonomía jurídica con 
respecto del Estado y está sujetos a diversos controles establecidos 
en los ordenamientos legales en cita, esto es no forman parte del 
Poder Ejecutivo Federal. Así es, del régimen constitucional y legal 
se deriva que jurídicamente no es posible considerar que la ad-

175		 “Organismos públicos descentralizados. Aun cuando son 
autónomos, están subordinados a la administración pública fede-
ral de manera indirecta”. Resolución de Acción de Inconstitucionalidad 
16/2003. Jurisprudencia 97/2004, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, 21 septiembre de 2004.
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ministración pública paraestatal forme parte del Poder Ejecutivo 
Federal, toda vez que el ejercicio de dicho poder corresponde al 
presidente de los Estados Unidos Mexicanos, cuyas atribuciones 
lleva a cabo directamente o por conducto de las dependencias de 
la administración pública centralizada.

Así, la Corte determina que sería incorrecto considerar a los 
organismos descentralizados como parte del Poder Ejecutivo Fe-
deral, ya que esto implicaría estar directamente al servicio del 
presidente de la República.

Estos órganos cuentan con una autonomía importante, al 
tener sus propias funciones y mandatos legales, independientes 
de la función y del mando del presidente de la República. Con 
lo cual, pareciera que la Corte estuviera preparando el terreno 
para proponer el establecimiento de un nuevo cuarto poder au-
tónomo, que incorporaría las funciones diversas de los órganos 
descentralizados. De otra forma, estaríamos ante una situación 
en la que estos órganos no pertenecieran a ningún “poder”, ya 
que si no se integran al Poder Ejecutivo Federal tampoco podrían 
pertenecer al Poder Judicial o al Poder Legislativo. Estaríamos, 
entonces, ante una franca violación al artículo 49 constitucional.

Para arreglar este problema, la Corte una vez más quita con 
una mano lo que acababa de dar con la otra. Afirma que si bien 
los organismos descentralizados no pertenecen al Poder Ejecuti-
vo sí “integran junto con la administración centralizada el con-
cepto total e íntegro de administración pública”. Asimismo, se-
ñala que

La circunstancia de que un organismo descentralizado cuente 
con personalidad jurídica propia no significa que su actuación sea 
libre y esté exenta de control, toda vez que el funcionamiento de 
los organismos descentralizados, y especialmente las facultades 
de autoridad por desdoblamiento estatal éstos desempeñan, están 
garantizadas y controladas a favor de los gobernados y de la ad-
ministración pública, dado que la toma de decisiones de esa clase 
de entidades se identifica con las finalidades de la administración 
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central y del Poder Ejecutivo, al establecer en ley que su control se 
ejerce por el propio Ejecutivo y que sus órganos directivos deben 
integrarse con personas ligadas a la administración central, con 
la finalidad de lograr una “orientación de Estado” en el rumbo 
del organismo.

De nuevo tenemos una situación en que aparentemente la 
Corte quiere “chiflar y comer pinole” a la vez. Al hablar de “el 
concepto total e íntegro de administración pública”, “desdobla-
miento estatal” y una “identificación con las finalidades” del Po-
der Ejecutivo, la Corte busca argumentar que si bien orgánicamente 
los órganos descentralizados no son parte del Poder Ejecutivo, 
funcionalmente sí lo son. Específicamente, los descentralizados son 
“auxiliares” del Poder Ejecutivo: “dichas entidades no tienen por 
objeto el despacho de los negocios del orden administrativo re-
lacionados con las atribuciones del titular del Ejecutivo Federal, 
sino que únicamente son auxiliares de dicho poder en la ejecu-
ción de los programas de desarrollo”.

De allí la conclusión definitiva de esta sentencia, que poste-
riormente se elevaría a la jurisprudencia que surge de este caso:

Aun cuando los organismos descentralizados son autónomos, 
continúan subordinados a la administración centralizada de una 
manera indirecta, existiendo reemplazo de la “relación de jerar-
quía” por un “control administrativo” y, por ende, atento al texto 
de la ley es evidente que la única diferencia entre los organismos 
descentralizados y la administración central es la existencia de 
una relación diversa de la jerarquía entre ellos.

Aquí la distinción central es la que la Corte establece entre 
las “relaciones de jerarquía” y el “control administrativo”. Por 
medio de esta demarcación, la Corte busca liberar a los organis-
mos desconcentrados sin permitir que se independicen comple-
tamente. Sin embargo, resulta algo cuestionable y contradictoria 
esta distinción, porque terminamos con una situación en que los 
órganos están simultáneamente subordinados y totalmente inde-
pendientes de la administración pública centralizada.
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Ahora bien, también existe una diferenciación importante 
entre los diferentes tipos de órganos descentralizados. Por ejem-
plo, los que tienen menos autonomía serían los “sectorizados”, 
que estarían sujetos a la estricta observancia de la Ley Federal de 
Entidades Paraestatales y del título tercero de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, que incluyen, por ejemplo, 
su adscripción a un sector específico de la administración pública 
federal, así como la participación de la Secretaría de Hacienda 
en sus órganos de gobierno.

Los organismos descentralizados o paraestatales, con más 
autonomía serían los no sectorizados. Aquí la misma Ley Federal 
de Entidades Paraestatales (LFEP), en sus artículos 3 a 5, señala 
una serie de organismos que si bien son formalmente entidades 
paraestatales de acuerdo con la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, no tienen la obligación de sujetarse a todas 
las disposiciones de la LFEP. Este es el caso, por ejemplo, de la 
Procuraduría Agraria, de la Procuraduría Federal del Consumi-
dor y de la Agencia de Noticias del Estado Mexicano (artículo 
3). También es el caso de “el Banco de México, las sociedades 
nacionales de crédito, las organizaciones auxiliares nacionales de 
crédito, las instituciones nacionales de seguros y fianzas, los fon-
dos y fideicomisos públicos de fomento así como las entidades 
paraestatales que formen parte del sistema financiero” (artículo 
4). Asimismo, existen otros órganos descentralizados no secto-
rizados, como el Instituto Federal de Acceso a la Información 
Pública (IFAI), que aún sin ser mencionados explícitamente tam-
bién en los hechos están libres de las disposiciones de la LFEP.

Bajo este escenario, se supone que no habría ningún pro-
blema con respecto a la participación del Senado en el nombra-
miento y vigilancia de los integrantes de los órganos de gobierno 
respectivos. Por ejemplo, la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública indica que los comisionados del 
IFAI pueden ser objetados por el Senado de la República. De 
igual manera, la Ley de Protección al Ahorro Bancario marca 
que cuatro de los siete integrantes de la Junta de Gobierno del 
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IPAB serán “designados por el Ejecutivo Federal y aprobados por 
las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara 
de Senadores y en sus recesos, por la misma proporción de la 
Comisión Permanente”. Entre 1992 y 1999 también hubo plena 
participación del Senado de la República en el proceso de nom-
bramiento de los titulares de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos cuando todavía era órgano descentralizado.	

IV. Órganos reguladores y autonomía 
(acción de inconstitucionalidad 26/2006)

Otro ámbito importante en que la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha tenido que desarrollar nuevos criterios con respecto 
a la autonomía de los organismos del Estado es en el de los órga-
nos reguladores. El Estado mexicano cuenta con numerosos ór-
ganos reguladores, incluyendo la Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones (Cofetel), la Comisión Federal de Competencia (CFC), 
la Comisión Reguladora de Energía (CRE), la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores (CNBV) y la Comisión Nacional de Hi-
drocarburos, entre otros. Actualmente todos estos órganos son ór-
ganismos desconcentrados de la administración pública federal. 
No cuentan con personalidad jurídica o patrimonio propios, están 
adscritos a la Secretaría de Estado correspondiente y son total-
mente dependientes del titular del Poder Ejecutivo Federal.

Con respecto al nombramiento de los titulares de estos ór-
ganos, habría que señalar que el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de Nación en su resolución de la Acción de Inconstitucio-
nalidad 26/2006, promovida por senadores de la LIX Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, resolvió expulsar del orden jurídico 
mexicano el último párrafo del artículo 9-C de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones, que permitía al Senado de la República 
objetar los nombramientos que hiciera el presidente de la Repú-
blica de los comisionados de la Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones (Cofetel), y que decía a la letra:
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La Cámara de Senadores podrá objetar dichos nombramientos o 
la renovación respectiva por mayoría, y cuando ésta se encuentre 
en receso, la objeción podrá realizarla la Comisión Permanente, 
con la misma votación. En todo caso, la instancia legislativa ten-
drá treinta días para resolver a partir de la fecha en que sea noti-
ficada de los nombramientos; vencido este plazo sin que se emita 
resolución al respecto, se entenderán como no objetados los nom-
bramientos del Ejecutivo Federal. Los comisionados asumirán el 
cargo una vez que su nombramiento no sea objetado conforme al 
procedimiento descrito.

La Corte argumentó que si bien los órganos desconcentra-
dos tienen cierto grado de autonomía técnica y financiera, exis-
te al final de cuentas un “nexo de jerarquía, poder de nombra-
miento y mando disciplinario frente al órgano central”. Por lo 
tanto, en honor a la división de poderes y a las jurisprudencias 
en la materia, que indican que las relaciones entre los poderes 
tendrán que ser explícitamente y limitativamente señaladas en 
la Constitución,176 los ministros resolvieron que la inclusión del 
párrafo arriba mencionado, implicaba una intromisión indebida 
del Poder Legislativo en un ámbito de competencia exclusivo del 
Poder Ejecutivo.

Específicamente, la mayoría argumentó que “si no lo prevé 
la Constitución, no se puede llegar al extremo de facultar a las 
Cámaras del Congreso de la Unión a intervenir directamente en 
el nombramiento de empleados de la administración pública fe-
deral”. Es decir, que no se puede permitir que un poder

...interfiera de manera preponderante o decisiva en el funciona-
miento o decisión del poder con el cual colabora, es decir, la deci-
sión de los poderes colaboradores no puede imperar sobre la del 

176		 “poderes de la federación. Las atribuciones de uno respecto 
de los otros se encuentran limitativamente previstas en la cons-
titución y en las leyes que a ella se ajustan”, tesis 191089. P. CL-
VIII/2000, pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. 
XII, septiembre de 2000, p. 33.
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poder con el cual colaboran, ya que, de ser así, se violentaría el 
principio de división de poderes consagrado en el artículo 49 de 
la Constitución Federal.

Aquí, los ministros inclusive citan los debates del Constitu-
yente de 1917 para demostrar que en ese momento fue rechaza-
da de manera contundente la propuesta de establecer un siste-
ma parlamentario o por lo menos un sistema semiparlamentario, 
donde el Congreso de la Unión pudiera intervenir en los nom-
bramientos del Poder Ejecutivo. De manera destacada, traen a 
colación las palabras de Martínez Escobar, cuando señala: “no 
nos embriaguemos con sueños; pues si nosotros disponemos que 
los ministros sean designados por el Congreso, entonces, seño-
res constituyentes, ¿sabéis lo que determinamos? Que no haya 
gobierno estable, sino una constante sucesión de gobiernos en 
México”.

La sentencia también señala que de acuerdo con la fracción 
II del artículo 89 constitucional existirían tres tipos de nombra-
mientos del titular del Poder Ejecutivo: 1) nombramientos ab-
solutamente libres, incluyendo, por ejemplo, los secretarios de 
despacho; 2) nombramientos sujetos a ratificación aquellos ex-
presamente señalados en la Constitución, como por ejemplo, el 
procurador, oficiales superiores del Ejército y empleados superio-
res de Hacienda; 3) nombramientos que deben hacerse con su-
jeción a lo dispuesto en una ley específica. El caso de los órganos 
reguladores desconcentrados entran en la primera categoría, ya 
que aunque “tienen cierta autonomía técnica que implica otor-
garles facultades de decisión y cierta autonomía financiera, pero 
existe dependencia, nexo de jerarquía, poder de nombramiento 
y mando disciplinario frente al órgano central, ya que participan 
de su personalidad jurídica e incluso de su patrimonio”. En con-
clusión,

...la participación del órgano legislativo en el procedimiento de 
designación de este tipo de funcionarios resulta violatoria de la 
facultad de nombramiento que el artículo 89, fracción II, consti-
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tucional establece en favor del Presidente de la República, pues 
se trata de empleados de la Administración Pública Federal que 
auxilian al Ejecutivo en el desempeño de sus funciones y cuyo 
nombramiento a él corresponde, sin encontrarse condicionado al 
móvil de actuación de otro de los poderes públicos, salvo en los 
casos expresamente previstos en el texto constitucional.

Sin embargo, aunque la Corte declara inconstitucional la in-
tervención directa del Senado en la ratificación de los comisiona-
dos de los órganos reguladores descentralizados, sí permite que el 
Congreso de la Unión tenga facultades para regular los tipos de 
nombramientos y las causales de remoción de los comisionados 
correspondientes. Específicamente, la Corte declara constitucio-
nal el artículo 9-D de la ley, que señala que los comisionados 
“serán designados para desempeñar sus cargos por periodos de 
ocho años, renovables por un solo periodo, y sólo podrán ser re-
movidos por causa grave debidamente justificada”.

Aunque también habría que señalar que si bien la Suprema 
Corte ha declarado inconstitucional el último párrafo del artícu-
lo 9-C de la Ley Federal de Telecomunicaciones, los ministros 
no han hecho lo mismo con respecto al artículo 26 de la Ley 
Federal de Competencia Económica, que contiene disposiciones 
similares con respecto al nombramiento de los comisionados de 
la Comisión Federal de Competencia, igualmente un órgano des-
concentrado de la administración pública federal:

Artículo 26. Los Comisionados serán designados por el titular del 
Ejecutivo Federal. La Cámara de Senadores podrá objetar dichas 
designaciones por mayoría, y cuando se encuentre en receso por 
la Comisión Permanente, con la misma votación. En todo caso, la 
instancia legislativa tendrá treinta días para resolver, vencido este 
plazo sin que se emita resolución al respecto, se entenderá como 
no objetado el nombramiento.

Este texto legal sigue vigente, porque no ha sido impugna-
do por ningún actor político. Redacciones similares se podrían 
introducir para los otros órganos reguladores desconcentrados 
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siempre y cuando se establezca el acuerdo político necesario para 
no impugnarlas ante la Suprema Corte.

En su exposición durante la sesión pública para debatir la 
acción de inconstitucionalidad 26/2006, el ministro Góngora Pi-
mentel va aún más allá, al afirmar que desde su punto de vista es 
inconstitucional el hecho de que la Cofetel sea un órgano descon-
centrado dependiente de la administración pública federal: “la 
creación de la Cofetel como un órgano desconcentrado resulta 
inconstitucional, porque sus facultades en materia de radio y te-
levisión no pueden ser ejercidas por un órgano que guarde una 
relación de jerarquía con el presidente de la República”. Aquí, el 
ministro sostiene que “los derechos de expresión, información y 
prensa, contenidos en los artículo 6 y 7 de la Constitución fede-
ral, exigen que el órgano técnico regulador de la radiodifusión, 
encargado de otorgar concesiones en la materia, esté aislado de 
todo control político o económico”.

V. Otros casos claves

El pleno de la SCJN, refiriéndose a la independencia de los pode-
res judiciales, estableció en la controversia constitucional 35/2000 
lo siguiente: “…es importante considerar que la autonomía de la ges-
tión presupuestal viene a ser una condición necesaria para que los 
poderes judiciales locales puedan ejercer sus funciones jurisdiccio-
nales con plena independencia”.

Asimismo, en la tesis aislada I.3o.T.157 L,177 el Poder Judi-
cial, al abordar la revisión de un amparo interpuesto en contra 
de actos de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal que aco-
taban el ejercicio presupuestal en lo tocante a bonos y remune-
raciones extraordinarias del Tribunal Electoral del Distrito Fe-
deral, enuncia la importancia para la preservación de principios 

177		 Tesis aislada I.3o.T.157 L, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, t. XXV, marzo de 2007, p. 1797.
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rectores como los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certe-
za e independencia:178

…la Asamblea Legislativa tampoco debe delimitar su soberanía e 
independencia restringiendo las prestaciones de sus trabajadores 
de mandos medios y superiores, ni los montos de las remunera-
ciones que les corresponden a los servidores públicos por trabajos 
extraordinarios derivados de las elecciones efectuadas en el año 
dos mil seis.

La autonomía presupuestaria es garante de que a través de 
la administración de sus recursos se evite la coacción política al 
órgano fiscalizador y éste pueda estar en condiciones de ejercer 
su presupuesto con base en las estrategias y prioridades que él 
mismo establezca.

La Suprema Corte también ha establecido que para dar 
cumplimiento a los principios de independencia (en el caso de los 
tribunales) se requiere necesariamente garantizar la autonomía 
presupuestal, tal como se desprende de la tesis de jurisprudencia 
“Poderes judiciales locales. La limitación de su auto-
nomía en la gestión presupuestal implica violación al 
principio de división de poderes”.179

178		 “Servidores públicos de mandos medios y superiores del tri-
bunal electoral del Distrito Federal. La Asamblea Legislativa de 
la citada entidad al disponer en el artículo quinto transitorio 
del Decreto de Presupuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal 
2006, que no se les autorizarán bonos o percepciones extraordi-
narias a su salario durante el citado ejercicio fiscal, viola el ar-
tículo 116, fracción iv, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos al invadir la autonomía y competencia del 
aludido tribunal”, tesis aislada I.3o.T.157 L, Semanario de la Suprema Corte de 
Justicia y su Gaceta, Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, t. XXV, 
marzo de 2007, p. 1797.

179		 Tesis 1a./J. 83/2004, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, t. XX, octubre de 2004, p. 170; véase ejecutoria en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XX, octubre de 
2004, p. 171.
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La autonomía de la gestión presupuestal constituye una condi-
ción necesaria para que los Poderes Judiciales Locales ejerzan sus 
funciones con plena independencia, pues sin ella se dificultaría el 
logro de la inmutabilidad salarial (entendida como remuneración 
adecuada y no disminuible), el adecuado funcionamiento de la 
carrera judicial y la inamovilidad de los juzgadores, además, di-
cho principio tiene su fundamento en el artículo 17 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que estatuye la 
garantía de expeditez en la administración de justicia, su gratui-
dad y la obligación del legislador federal y local de garantizar la 
independencia de los tribunales, cuestiones que difícilmente pue-
den cumplirse sin la referida autonomía presupuestal. Así, si se 
tiene en cuenta que la mencionada autonomía tiene el carácter de 
principio fundamental de independencia de los Poderes Judiciales 
Locales, es evidente que no puede quedar sujeta a las limitaciones 
de otros poderes, pues ello implicaría violación al principio de 
división de poderes que establece el artículo 116 constitucional.

En relación con lo anterior, en la tesis de jurisprudencia P/J. 
39/2003 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación180 se establece, al referirse a la división de poderes en 
una entidad federativa, que:181

….por otra parte, la autonomía e independencia de los poderes 
públicos en los Estados, implica la no intromisión, dependencia 
o subordinación de uno a otro, que permita que cada uno realice 
las funciones que tiene encomendadas con plena libertad de de-
cisión, sin más restricciones que las que la propia Constitución o 
las leyes les impongan.

De manera similar, la tesis de jurisprudencia P./J. 81/2004 
indica que la autonomía en la gestión presupuestal de los pode-

180		 Tesis P/J. 39/2003, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XVIII, agosto de 2003, p. 1377.

181		 “Poder Judicial del estado de Morelos. El hecho de que la 
constitución local no prevea que órgano será su representante, 
no viola el principio de división de poderes, ni vulnera la autono-
mía de aquél”.
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res judiciales locales es fundamental para asegurar la autonomía 
técnica de éstos.

Poderes judiciales locales. Condiciones necesarias 
para que se actualice la violación al principio de divi-
sión de poderes en perjuicio de aquéllos. El principio de 
división de poderes, con especial referencia a los Poderes Judi-
ciales de las entidades federativas, se viola cuando se incurre en 
las siguientes conductas: a) que en cumplimiento de una norma 
jurídica o voluntariamente se actualice una actuación antijurídica 
imputable a alguno de los Poderes Legislativo o Ejecutivo; b) que 
dicha conducta implique la intromisión de uno de esos poderes 
en la esfera de competencia del Poder Judicial, o bien, que uno de 
aquéllos realice actos que coloquen a éste en un estado de depen-
dencia o de subordinación con respecto a él; y c) que la intromi-
sión, dependencia o subordinación de otro poder verse sobre el 
nombramiento, promoción o indebida remoción de los miembros 
del Poder Judicial; la inmutabilidad salarial; la carrera judicial o 
la autonomía en la gestión presupuestal.

La autonomía técnica también ha sido tratada con respecto 
a otro órgano que goza de autonomía constitucional; el Instituto 
Federal Electoral, a saber:

Autoridades electorales. La independencia en sus deci-
siones es una garantía constitucional.182

Conforme a las disposiciones contenidas en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las cuales prevén que 
las autoridades en materia electoral deben gozar de autonomía 
en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, este úl-
timo concepto implica una garantía constitucional en favor de los 
ciudadanos y los propios partidos políticos, y se refiere a aquella 
situación institucional que permite a las autoridades de la mate-
ria, emitir sus decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la nor-

182		 Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-009/2001, Revista 
Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, pp. 37 y 38, Sala Superior, 
tesis S3EL 118/2001.
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matividad aplicable al caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, 
instrucciones, sugerencias o insinuaciones, provenientes ya sea de superiores 
jerárquicos, de otros poderes del Estado o incluso, de personas con las que 
guardan alguna relación afectiva ya sea política, social o cultural.

También habría que tomar en cuenta las consideraciones 
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha realizado con 
respeto a las labores de fiscalización de la ASF. En los resolutivos 
de la controversia constitucional 36/2003, la Corte atinadamen-
te distingue entre la Contaduría Mayor de Hacienda y la EFSF, 
tanto en sus características como en sus alcances. Para la Corte, 
con la creación de la EFSF quedó atrás la etapa en que la Conta-
duría Mayor de Hacienda era un órgano “dependiente y subor-
dinado de la Cámara de Diputados”, y que

...la revisión de la cuenta pública era prácticamente un ejerci-
cio contable en el que se verificaban entradas y salidas y cumpli-
miento de programas, pero no comprendía un ejercicio valorativo 
respecto de la eficacia con que se utilizaron los recursos, de si se 
habían utilizado racionalmente y otros elementos que resultaban 
exorbitantes a una mera revisión contable legalista.183

La Corte considera que la ASF “tiene marcadas diferencias” 
con respecto a la Contaduría Mayor de Hacienda, “tanto en su 
denominación, en su ámbito de facultades de que goza y destacadamente 
en su relación de coordinación respecto de la Cámara de Diputados, conse-
cuencia de su autonomía técnica y de gestión”.184

La SCJN refuerza las consideraciones anteriores en la reso-
lución de la controversia constitucional 61/2004, al abundar so-
bre las facultades de fiscalización de la Auditoría Superior de la 
Federación. Reconoce la legitimación pasiva que tiene el auditor 

183		 Controversia constitucional 36/2003, promovida por el Poder Ejecutivo 
Federal en contra de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y de 
la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación o Auditoría Superior de la 
Federación.

184		 Idem.
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como responsable de actos en ejercicio de la autonomía técnica 
y de gestión que constitucionalmente se le otorga. La Corte ex-
presa textualmente: “como se advierte, la entidad de fiscalización 
demandada goza de autonomía de gestión, por lo que si los ac-
tos que se le impugnan fueron emitidos por dicha autoridad en 
ejercicio de su autonomía técnica, resulta evidente que sí goza de 
legitimación pasiva en el presente juicio”.185

Asimismo, la Corte toma en cuenta la exposición de motivos 
de la reforma constitucional que dio origen a la ASF, y considera:

...en el proceso legislativo de creación de la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación, se concibió al ente auditor como un 
órgano rector de la auditoría gubernamental en materia de ges-
tión financiera. Para colmar lagunas y evitar ambigüedades se 
considera necesario conceptualizar las nociones de Cuenta Pú-
blica y gestión financiera recogiendo con ello los principios es-
tablecidos en el texto constitucional. Se consideró como gestión 
financiera, la actividad de los Poderes de la Unión y de los entes 
públicos federales, respecto de la administración, manejo, cus-
todia y aplicación de los ingresos, egresos, fondos y en general, 
de los recursos públicos que éstos utilicen para la ejecución de 
los objetivos contenidos en los programas federales aprobados 
y la Cuenta Pública se consideró como el informe que los Pode-
res de la Unión y los entes públicos federales rinden de manera 
consolidada a través del Ejecutivo Federal, a la Cámara sobre 
su gestión financiera y se constituirá por los estados contables, 
financieros, presupuestarios, económicos y programáticos, y de-
más información que muestre el registro de las operaciones de-
rivadas de la aplicación de la Ley de Ingresos y del Ejercicio 
del Presupuestos de Egresos de la Federación, la incidencia de 
las mismas operaciones y de otras cuentas en el activo y pasivo 
totales de la Hacienda Pública Federal, y del patrimonio neto, 
incluyendo el origen y aplicación de los recursos, así como el 

185		 Controversia constitucional 61/2004, promovida por el Ejecutivo Fede-
ral en contra de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; el 
mismo argumento acerca de la legitimación pasiva se usó en la controversia 
constitucional 84/2004.
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resultado de las operaciones de los Poderes de la Unión y entes 
públicos federales, además de los estados detallados de la deuda 
pública federal.186

También es relevante para establecer las facultades y límites 
que tiene la EFSF la resolución sobre la controversia constitucio-
nal 87/2003 entablada por el ayuntamiento de Guadalajara en 
contra del Congreso y del Ejecutivo estatales. En ella se refiere a 
la Entidad de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco, que de 
acuerdo con la Constitución estatal tiene un “carácter técnico e 
imparcial”. En los conceptos de invalidez que expresó el ayunta-
miento de Guadalajara se destaca el siguiente:

...que las reformas a su constitución local son contrarias a la au-
tonomía municipal que consagra el artículo 115 constitucional, 
particularmente a partir de la reforma municipal publicada en 
mil novecientos noventa y nueve. En resumidas cuentas, aduce 
que estas reformas, al autorizar al ente de fiscalización a revisar el 
cumplimiento de los planes y programas del municipio, lo autori-
za a realizar una “revisión política” y que “…pretende establecer 
conjuntamente con la facultad de revisión de las cuentas públicas 
una facultad política de revisar ‘el cumplimiento de los objetivos 
en los programas’ o ‘planes propuestos’…” siendo que fijar, mo-
dificar y evaluar dichos planes y programas es una facultad que 
corresponde al propio municipio en ejercicio de la facultad de au-
togobierno y autonomía de que está dotada la entidad municipal 
y que la reforma le desconoce estas características que la reforma 
municipal de mil novecientos noventa y nueve consagró.187

Contra este argumento la SCJN sostuvo que el concepto de 
invalidez era infundado por las siguientes consideraciones:

...este Tribunal considera que el precepto impugnado no vulnera 
la autonomía municipal que tutela el artículo 115 de la Constitu-

186		 Idem.
187		 Controversia constitucional 87/2004, promovida por el ayuntamiento de 

Guadalajara en contra del Congreso del Estado de Jalisco y otros.
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ción federal, pues, se reitera, en ningún momento faculta al ente 
fiscalizador a interferir en la confección de los planes y progra-
mas municipales, como tampoco a opinar acerca de su contenido, 
sino que se concreta a indicar cuáles son las bases sobre las que 
determinará si la aplicación de los recursos que refleja la cuenta 
pública municipal fue conforme o no con lo que el propio muni-
cipio dispuso en su presupuesto, en los planes o programas que 
consignó en él. La revisión que debe realizar es, como lo indica la 
propia normatividad, acerca del cumplimiento de los programas, 
función que es, per se, estrictamente fiscalizadora.188

El ayuntamiento de Guadalajara también consideró como 
inconstitucional la facultad del órgano de fiscalización local para 
establecer procedimientos, pues lo consideró contrario al princi-
pio de legalidad y seguridad jurídica que debe privar en los pro-
cedimientos de revisión al ser de orden público. Al respecto, la 
SCJN señaló lo siguiente:

...puede advertirse que se trata simplemente de dotar a la Audi-
toría Superior del Estado de facultades, al igual que a los órganos 
de control interno de las entidades auditadas, para que cada uno 
señale las criterios de operación o técnicos bajo los cuales, dentro 
de sus respectivos ámbitos, realizarán sus tareas relativas al con-
trol o evaluación del ejercicio del gasto público. No se trata de re-
glas que aspiren a una calidad material o formalmente legislativa, 
ni que tengan por objetivo regular el alcance, contenido u objeto 
de la revisión, pues eso lo disponen ya la propia Constitución es-
tatal y las leyes aplicables, sino de que los órganos que habrán de 
involucrarse en estas responsabilidades puedan fijar por sí mis-
mos cuál es la mecánica de trabajo conforme a la cual operarán, 
de manera que resulta infundado el dicho del actor.189

La situación ambigua en que se encuentran los organismos 
autónomos en el orden jurídico mexicano se percibe con parti-
cular claridad en el caso del diseño legal del Instituto Nacional 

188		 Idem.
189		 Idem. 
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de Estadística y Geografía (INEG). Si bien la Constitución for-
malmente le da el carácter de ser un organismo constitucional 
autónomo, la ley secundaría le da el trato más bien de un órgano 
descentralizado.

La adición de un nuevo apartado B al artículo 26 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 7 de abril de 2006, creó un Sis-
tema Nacional de Información Estadística y Geográfica para ga-
rantizar la objetividad y la confiabilidad de la información sobre 
el país. Los datos manejados por este Sistema serán considerados 
oficiales y de uso obligatorio para todas las autoridades del país. 
El Sistema será normado y coordinado por un nuevo organismo 
constitucional autónomo que cuenta con autonomía técnica y de 
gestión, personalidad jurídica y patrimonio propios. Los princi-
pios rectores del Sistema serán de accesibilidad, transparencia, 
objetividad e independencia.

Se transcribe el nuevo texto del apartado B del artículo 26 de 
la Constitución:

Artículo 26.
A. …
…
…
…
B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Información 

Estadística y Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. 
Para la Federación, estados, Distrito Federal y municipios, los da-
tos contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio en los térmi-
nos que establezca la ley.

La responsabilidad de normar y coordinar dicho Sistema esta-
rá a cargo de un organismo con autonomía técnica y de gestión, 
personalidad jurídica y patrimonio propios, con las facultades ne-
cesarias para regular la captación, procesamiento y publicación 
de la información que se genere y proveer a su observancia.

El organismo tendrá una Junta de Gobierno integrada por cin-
co miembros, uno de los cuales fungirá como Presidente de ésta 
y del propio organismo; serán designados por el Presidente de la 
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República con la aprobación de la Cámara de Senadores o en sus 
recesos por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.

La ley establecerá las bases de organización y funcionamiento 
del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, 
de acuerdo con los principios de accesibilidad a la información, 
transparencia, objetividad e independencia; los requisitos que de-
berán cumplir los miembros de la Junta de Gobierno, la duración 
y escalonamiento de su encargo.

Los miembros de la Junta de Gobierno sólo podrán ser re-
movidos por causa grave y no podrán tener ningún otro empleo, 
cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en insti-
tuciones docentes, científicas, culturales o de beneficencia; y esta-
rán sujetos a lo dispuesto por el título cuarto de esta Constitución.

El artículo 26, apartado B, de la carta magna convierte al 
INEG en el cuarto organismo constitucional autónomo del Es-
tado mexicano. De manera paralela a las reformas al artículo 
28 constitucional promulgado en 1993, que otorgaron autonomía 
constitucional al Banco de México, al artículo 41 constitucio-
nal promulgado en 1996, que dotó de autonomía al Instituto 
Federal Electoral, y al artículo 102, apartado B, constitucional, 
aprobado en 1999, que otorgó autonomía a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, el constituyente permanente se 
ha visto en la necesidad de otorgar autonomía constitucional a 
otro organismo fundamental para la efectividad y la rendición 
de cuentas del Estado mexicano. Tal y como se buscó en su mo-
mento blindar a la política financiera, a la organización de las 
elecciones y a la defensa y protección de los derechos humanos 
de la influencia indebida de parte de los partidos políticos y del 
Poder Ejecutivo, ahora los legisladores han decidido que la me-
jor forma de asegurar datos estadísticos y geográficos objetivos 
y confiables también sería por medio de la creación de un orga-
nismo constitucional autónomo.

La exposición de motivos del decreto de la reforma constitu-
cional del Senado de la República del 24 de noviembre de 2005 
ratifica este análisis:
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En el [apartado] B se propuso agregar los supuestos normativos 
por los cuales se dote de autonomía constitucional al Instituto 
Nacional de Estadística, Geografía e Informática. De esta mane-
ra, se proponía fortalecer al INEGI, dotándolo de una naturaleza 
jurídica con base en: a) autonomía de gestión y presupuestaria; 
b) personalidad jurídica y c) patrimonio propios para que pueda 
garantizar al Estado y a los ciudadanos, el acceso oportuno y res-
ponsable a la información estadística y geográfica del país (p. 2).

Asimismo, en el debate del Senado de la República no queda 
duda con respecto a la intención de los legisladores de dotar de 
autonomía constitucional al INEGI. La reforma fue aprobada en 
el Senado por unanimidad el 24 de noviembre de 2005. A favor 
del proyecto de decreto hablaron representantes de una diver-
sidad de partidos políticos. El senador Adrián Alanís Quiñones 
dejó el proyecto de decreto bajo discusión

...se refiere a la transformación del Instituto Nacional de Esta-
dística, Geografía e Informática en un organismo de autonomía 
constitucional, para otorgarle independencia de los poderes, el 
cual gozará de personalidad jurídica y patrimonio propios, y será 
el responsable de la política nacional y de los sistemas estadísticos 
y geográficos en el marco de la nueva cultura de la transparen-
cia y acceso universal a la información que fortalece a la planea-
ción democrática nacional.

Por su parte, la senadora Dulce María Sauri Riancho mani-
festó que “a partir de hoy, cuando concluya el proceso jurídico 
del Constituyente Permanente, el INEGI dejará de ubicarse en 
la esfera del Poder Ejecutivo, dejará de ser un órgano descon-
centrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y será 
autónomo. Nace así un nuevo órgano constitucional”.

De igual forma, el senador Miguel Ángel Navarro Quintero 
señaló que

...los cambios aquí referidos muestran el final de una larga lucha 
de legisladores de todas las políticas representadas en el Congreso 
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de la Unión, así como de investigadores, miembros de la acade-
mia, y de los propios trabajadores del INEGI para otorgarle la 
autonomía constitucional a dicho organismo… Contará con una 
junta de gobierno que no tendrá actitudes cortesanas ante el Poder 
Ejecutivo, y si de una información veraz ante el pueblo de México.

Finalmente, el senador Alfredo Martín Reyes Velásquez sos-
tuvo que “en el grupo parlamentario del Partido de Acción Na-
cional hemos buscado desde hace 15 años que instituciones como 
la que hoy nos ocupa, tengan un marco normativo que les per-
mita actuar con independencia y objetividad para que, de esa 
forma, su función técnica no se vea opacada por intereses parti-
culares”.

La redacción del nuevo apartado B del artículo 26 constitu-
cional no deja lugar a dudas. No estamos ante un nuevo organis-
mo descentralizado o desconcentrado, para lo cual no hubiera 
hecho falta una reforma constitucional, sino ante un organismo 
con autonomía plena de los tres poderes de la Unión equivalente 
al Banxico, al IFE y a la CNDH.

Sin embargo, la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica aprobada en 2008 desconoce esta situa-
ción y le da un trato de órgano descentralizado al INEG. Especí-
ficamente, existen varios artículos de la ley que violan la autono-
mía constitucional del INEG.

Primero, la facultad del jefe del Ejecutivo Federal de designar 
al presidente de la Junta de Gobierno del INEG plasmada en el 
artículo 67 implica subordinación al Poder Ejecutivo:

Artículo 67. La Junta de Gobierno es el órgano superior de di-
rección del Instituto, y estará integrada por cinco miembros de-
signados por el Presidente de la República con la aprobación de 
la Cámara de Senadores o, en los recesos de esta última, de la 
Comisión Permanente.

De entre los miembros de la Junta de Gobierno, el Ejecutivo 
Federal nombrará al Presidente del Instituto, quien presidirá el citado órgano 
colegiado. El resto de los miembros de la Junta de Gobierno actua-
rán como vicepresidentes de la misma.
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La designación del presidente de la Junta de Gobierno del 
Instituto por el presidente de la República violenta la indepen-
dencia del Instituto, porque entre las atribuciones que el artículo 
80 de la ley de referencia asigna al presidente de la Junta de Go-
bierno figura la de tener a su cargo la administración del Institu-
to, la representación legal de éste, y el ejercicio de sus funciones, 
sin perjuicio de las atribuciones que la ley confiere a la Junta de 
Gobierno.

Segundo, la intromisión del Ejecutivo Federal en la remoción 
de un miembro de la Junta de Gobierno plasmada en el artículo 
74 implica subordinación al Poder Ejecutivo. El artículo 74 de la 
ley en comento señala que

Compete a la Junta de Gobierno dictaminar sobre la existencia 
de las causas de remoción señaladas en el artículo inmediato 
anterior, debiendo hacerlo a solicitud del Presidente de la República o de 
cuando menos dos de sus miembros. El dictamen se formulará 
según resolución de la mayoría de los miembros de la Junta de 
Gobierno, después de conceder el derecho de audiencia al afecta-
do y sin que éste participe en la votación.

El dictamen, con la documentación que lo sustente, incluida 
la argumentación por escrito que, en su caso, el afectado hubiere 
presentado, será enviado al Ejecutivo Federal para su resolución definitiva.

La redacción de este artículo es a todas luces inconstitucio-
nal, ya que erige al presidente de la República como una au-
toridad superior por encima tanto de la Junta de Gobierno del 
INEG como del Congreso de la Unión, lo cual implica intromi-
sión, subordinación y dependencia del INEG al Ejecutivo Fede-
ral. En apoyo a este análisis podemos citar una serie de tesis con 
respecto a la necesidad de proteger la autonomía de los órganos 
constitucionales autónomos.190

190		 Tesis de jurisprudencia P./J. 20/2007, Registro No. 172456, Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXV, mayo de 2007, p. 1647; 
tesis de jurisprudencia P./J. 80/2004, Pleno, Registro No. 174822, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XX, septiembre de 2004, 
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Tercero, el texto del artículo 83 implica una abierta viola-
ción a la autonomía prespuestal del INEG. El artículo 83 de la 
ley señala:

Artículo 83. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5º 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
para su tratamiento presupuestario el Instituto se sujetará a lo 
siguiente:

I. Aprobará su proyecto de presupuesto y deberá enviarlo a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su integración al 
proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, observando 
los criterios generales de política económica y los techos globales de 
gasto establecidos por el Ejecutivo Federal;

II. Ejercerá su presupuesto observando lo dispuesto en la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, sin suje-
tarse a las disposiciones generales emitidas por las secretarías de 
Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública. Dicho ejer-
cicio deberá realizarse con base en los principios de eficiencia, 
eficacia y transparencia y estará sujeto a la evaluación y control 
de los órganos correspondientes;

III. Autorizará las adecuaciones a su presupuesto sin requerir 
la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
siempre y cuando no rebasen el techo global de su presupuesto aprobado;

IV. Realizará sus pagos a través de su tesorería;
V. Determinará los ajustes que correspondan en su presupues-

to en caso de disminución de ingresos, observando en lo condu-
cente lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, y

VI. Llevará la contabilidad y elaborará sus informes conforme 
a lo previsto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, y deberá enviarlos a la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público para su integración a los informes trimestrales y 
a la Cuenta Pública;

El Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal 
en que deban realizarse los censos nacionales, las cuentas nacio-

p. 122; tesis de jurisprudencia P./J. 82/2006; juicio de revisión constitucional 
electoral SUP-JRC-009/2001; tesis de jurisprudencia P./J. 9/2006.
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nales y los índices nacionales de precios, a que se refiere el artícu-
lo 59 de esta Ley, deberá contemplar los recursos suficientes para 
que el Instituto los lleve a cabo.

Las Actividades Estadísticas y Geográficas que, en adición a 
las señaladas en el párrafo anterior, el Instituto determine llevar 
a cabo en los términos de esta Ley, estarán sujetas a la disponibilidad 
presupuestaria que, en su caso, se apruebe para tales efectos en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación.

Dada la naturaleza de organismo autónomo de rango cons-
titucional, el INEG no debería ser sometido a las disposiciones 
y a los techos globales de gasto en la aprobación de su proyecto 
de presupuesto y en el ejercicio del mismo, establecidos por el 
Ejecutivo Federal, o por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. Esto implicaría una subordinación inaceptable para un or-
ganismo que tendrá entre sus funciones la de regular la informa-
ción que permitirá evaluar el desempeño del gobierno federal.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que la autonomía presupuestal o financiera es un requisito esen-
cial para que los organismos constitucionales autónomos estén 
en condiciones de cumplir con sus funciones.191 Sirva para ilus-
trar lo anterior la transcripción de los argumentos de la Corte 
al decidir a favor del Tribunal Electoral del Distrito Federal en 
su controversia con la Asamblea Legislativa del Distrito Federal:

...En cuanto a la intromisión, consideramos que el hecho de que la 
Asamblea Legislativa haya previsto que la Secretaría de Finanzas 
del Distrito Federal está facultada para interpretar para efectos 
administrativos, las disposiciones del Decreto de Presupuesto de 
Egresos, y establecer con la participación de la Contraloría Ge-
neral del Distrito Federal, en el ámbito de su competencia, las 
medidas conducentes para su correcta aplicación, con la finali-
dad de mejorar la eficiencia, eficacia, transparencia y disciplina 
en el ejercicio de recursos públicos, sí constituye una intromisión 

191		 Tesis de Jurisprudencia P./J. 20/2007, Registro 172456, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXV, mayo de 2007, p. 1647. 
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en el ámbito de competencias de este órgano jurisdiccional, ya 
que a través de este precepto se permite que las dependencias del 
Ejecutivo Local citadas, se inmiscuyan en la forma en que el Tri-
bunal Electoral ejercerá y manejará su presupuesto, ya que éstas 
establecerán las “medidas conducentes para su correcta aplica-
ción”, lo cual evidentemente podría incidir de manera determi-
nante en la toma de decisiones del órgano autónomo, pudiendo 
generarse algún tipo de sumisión o relación jerárquica.

En cuanto a la dependencia, consideramos que también se 
actualiza este grado ya que, con lo establecido por el artículo 3º 
impugnado, se faculta a dos dependencias del Ejecutivo Local 
para que “interpreten las disposiciones del presupuesto y esta-
blezcan las medidas conducentes para su correcta aplicación”, lo 
cual puede tener como consecuencia que se impida al Tribunal 
Electoral del Distrito Federal tomar decisiones o actuar en forma 
autónoma respecto de su presupuesto autorizado.

Es decir, con lo previsto por este precepto, el órgano jurisdic-
cional autónomo ya no podrá llevar a cabo el manejo y ejercicio 
autónomo de su presupuesto, pues se verá obligado a seguir las 
medidas establecidas, con lo cual estimamos que se genera un 
ámbito de dependencia, ya que el Tribunal Electoral estará sujeto 
a las interpretaciones y medidas que respecto de su presupuesto 
establezcan dos órganos del Ejecutivo Local.

En cuanto a la subordinación, consideramos que también se 
actualiza este grado ya que, con lo dispuesto por el artículo 3º 
impugnado, el Tribunal Electoral del Distrito Federal no tiene 
otra opción más que aceptar la interpretación y establecimiento 
de medidas conducentes que sobre su presupuesto autorizado es-
tablezcan dos órganos del Ejecutivo Local, sometiéndose así a la 
voluntad de ellos, lo cual atenta contra la autonomía e indepen-
dencia del órgano jurisdiccional electoral.

La Suprema Corte también ha sostenido que el proyecto de 
presupuesto de egresos de un organismo autónomo debe ser in-
cluido sin modificaciones por parte del Poder Ejecutivo en el pre-
supuesto de egresos, siendo únicamente posible su modificación 
por parte del Poder Legislativo.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4139



JOHN M. ACKERMAN204

Finalmente, en una resolución histórica tomada en mayo de 
2008, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), de ma-
nera contradictoria, concluyó que la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF), órgano técnico de la Cámara de Diputados, 
no cuenta con facultades plenas para solicitar información a los 
órganos del Poder Judicial.

De acuerdo con la SCJN, el Poder Legislativo únicamente 
tiene derecho de acceder a información que a juicio de los mis-
mos jueces sea “pertinente” y “razonable”. La Corte sostiene que 
de permitir a la ASF acceso libre a todos los documentos en su 
poder, el auditor se convertiría en una especie de superpoder, ya 
que podría “interferir” y “entrometerse” en las funciones propias 
del Poder Judicial.

Con esta resolución, los ministros violan el texto del artículo 
6o. constitucional, que consagra el principio de máxima publici-
dad para solicitudes de acceso a la información. Asimismo, sos-
tienen el falaz argumento de que el acto de informar es equiva-
lente a un acto de subordinación al solicitante de la información. 
En suma, tuercen la ley con tal de extender un cheque en blanco 
al Poder Judicial para escabullirse de la transparencia a su antojo.

Todo empezó cuando Roberto Salcedo, miembro de la ASF, 
intentó hacer uso pleno de sus facultades para auditar el desem-
peño del sistema de carrera judicial. En 2007 solicitó al ministro 
Ortiz Mayagoitia, presidente tanto del Consejo de la Judicatura 
como de la Suprema Corte, toda la información existente sobre 
la evaluación, promoción y calificación de los jueces y magistra-
dos federales. En el caso, la Corte decidió que el Consejo no debe 
proporcionar todos los documentos solicitados, sino únicamente 
aquellos que a juicio del propio Consejo estén vinculados con su 
“gestión financiera”.

Existe, desde luego, un debate importante con respecto al al-
cance de las atribuciones de la ASF. En años recientes, la misma 
SCJN ha dictado jurisprudencias claves que concluyen que las 
revisiones de la Auditoría siempre deben enfocarse a la “gestión 
financiera” del ente fiscalizado.
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Sin embargo, este concepto es sumamente amplio, y el au-
ditor tiene la facultad legal de “solicitar y obtener toda la infor-
mación necesaria para el cumplimiento de sus funciones”. La 
ASF incluso tiene derecho de acceder a información reservada, 
siempre y cuando mantenga la documentación en secreto. En 
todo caso, debe ser el mismo auditor, no el ente fiscalizado, quien 
decida qué información es “pertinente” y “necesaria” para la 
realización de sus funciones. El intento de la SCJN de censurar 
la información que se proporciona al auditor implica una franca 
intromisión en las facultades propias del Poder Legislativo.

En su resolución, los ministros de la Corte se erigen como de-
fensores de la “autonomía judicial” en contra de los intentos de 
intromisión de la ASF. En palabras del ministro Gudiño Pelayo, 
“consentir que la Auditoría pueda supervisar, fiscalizar y emi-
tir recomendaciones sobre políticas, procedimientos, métodos y 
parámetros aplicados para la selección de jueces y magistrados 
significaría también la vulneración de la garantía orgánica de in-
dependencia de la Judicatura”. Pero en realidad no es el auditor 
quien se entromete en las funciones del Poder Judicial al solicitar 
información, sino la Corte, quien se inmiscuye en las facultades 
del Poder Legislativo en materia de fiscalización, al querer de-
terminar qué información se encuentra o no relacionada con la 
revisión de la gestión financiera del consejo.

Esta decisión hubiera dado lugar a que la Cámara de Di-
putados presentara una controversia constitucional en contra de 
esta resolución. Asimismo, sería recomendable realizar reformas 
legales para fortalecer las capacidades de investigación tanto de 
la ASF como del Poder Legislativo, así como abrir el Poder Judi-
cial a mayor escrutinio público.
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